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SENTENCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCTONAL

Lima, 1 de octubre de 2018

ASUNfO

Recurso de agravio constitucional interpuesto por don Santos Vásquez Zegarra
contra la resolución de fojas 103, de fecha 23 de agosto de 2017, emitida por la Tercera
Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima que declaró infundada la demanda
de autos.

DAMENTOS

n la sentencia er¡itida en el Expediente 00987-2014-PA/TC, publicada en el diario
oficial E/ Peruano el 29 de agosto de 2014, este Tribunal estableció, en el
fundamento 49, con caráctcr de precedente, que se expedirá sentencia interlocutoria
denegatoria, dictada sin más trámite, cuando se presente alguno de los siguientes
supuestos, que igualmente están contenidos en el artículo 1 1 del Reglamento
Normativo del Tribunal Constitucional:

a) Carezca de fundamentación la supuesta vulneración que se invoque.
b) La cuestión de Derecho contenida en e[ recurso no sea de especial

trascendencia constitucional.
c) La cuestión de Derecho invocada contradiga un precedente del Tribunal

Constitucional.
d) Se haya decidido de manera desestimatoria en casos sustancialmente iguales.

2. En el presente caso, se evidencia que el recurso de agravio no está referido a una
cuestión de Derecho de especial trascendencia constitucional. A1 respecto, un
recurso carece de esta cualidad cuando no está relacionado con el contenido
constitucionalmente protegido de un derecho fundamental; cuando versa sobre un
asunto materialmente excluido del proceso de tutela de que se tratat o, finalmente,
cuando lo pretendido no alude a un asunto que requiere una tutela de especial
urgencia.

3. Expresado de otro modo, y teniendo en cuenta lo precisado en el fundamento 50 de
la sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-PA/TC, una cuestión no reviste
espccial trascendencia constitucional en los siguientes casos: (l) si una futura
resolución del Tribr"rnal Constitucional no soluciona algún conflicto de relevancia
constitucional, pues no existe lesión que comprometa el derecho fundamental
involucrado o se trata de un asunto que no corresponde resolver en la vía



w
TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

il l|ilililililnililffi lt ilililil
EXP. N." 03840-20 I 7-PAITC
LIMA
SANTOS VÁSQUEZ ZECARRA

constitucional; o (2) si no existe necesidad de tutelar de manera urgente el derecho
constitucional invocado y no median razones subjetivas u objetivas que habiliten a

este órgano colegiado para emitir un pronunciamiento de fondo.

4. En el caso de autos, el recumente interpone demanda de amparo contra la Oficina
de Normalización Previsional solicitando el incremento de su pensión de jubilación
con aplicación de la Ley 23908 y el pago de las pensiones devengadas desde la
fecha del cese de actividades laborales. Cabe señalar que el recurso interpuesto no
está referido a una cuestión de Derecho de especial trascendencia constitucional,
toda vez que el demandante, en Ia actualidad, percibe como pensión una suma que
no es inferior a S/ 415.00 (f. 4). Por tanto, no se encuentra comprometido el
derecho al mínimo vital.

5. En consecuencia, y de [o expuesto en los fundamentos 2 a 4 supra, se verilica que
el presente recurso de agravio ha incur¡ido en la causal de rechazo prevista en el
acápite b) del fundamento 49 de la sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-
PAiTC y en el inciso b) del artículo I I del Reglamento Normativo del Tribunal
Constitucional. Por esta razón, corresponde declarar, sin más trámite, improcedente
el recurso de agravio constitucional.

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad quc le
confiere la Constitución Política del Perú, y la participación del magistrado Espinosa-
Saldaña Barrera, convocado para dirimir la discordia suscitada por el voto singular del
magistrado Ferrero Costa,

RESUELVE

Declarar IMPROCEDENTE el recurso de agravio constitucional

Publíquese y notifíquese

SS.

MIRANDA CANALES
SARDÓN DE TABOADA
ESPINOSA-SALDAÑA B ae/e
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VO'TO SINGULAR DI]L MAGISTITADO }'ERRERO COS'IA

Con la potestad que me otorga la ConstituciÓn, y con cl mayor respeto por la ponencia

clc rni colcga magistrado, cmito el presente voto singular, para expresar respetuosamente

cltre disiento del precedente vinculante establecido en la Sentencia 00987-2014-PAITC,
SIIN'I'IiNCIA INI'ERI-OCUTORIA DITNIIGATORIA, por los fundamentos que a

continuacióu expongo:

Er- 'fRlsuNnl CoNS'ilTLICI0NAL coMo coRTE Dtt R[,vlsloN o [-At,Lo Y No DE

C-,{S.\CIóN

[-a Cor.rstitución clc 1979 creó el ]'ribunal de Garantías Constitucionales como
instancia clc casación y la Constitr-rción dc 1993 convirtió al Tribunal Constitucional
en instancia dc lallo. La Constitución del 79, por primera vez en nucstra historia
constitucional, dispuso la creación dc un órgano ad hoc, independiente del Pocler

.ludicial, con la tarea de garantizar la sttpremacía constilucional y la vigencia plcna

cic los derechos iirndame nlalcs.

2. La Ley Irundamenlal de 1979 estableció que el Tribunal de Garantías

Constilucionales era nn órgano de control de la Conslitución, que tenía jurisdicción
cn todo el territorio nacional para conocer, en víct de casación, de los habeas corpus
y anrparos denegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no

constituia una inslancia habilitada para f'ailar cn forma definitiva sobre 1a causa. Ils
dccir. no se pror.runciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los

clcrechos reconclcidos en la Constitución.

3. ljn ese scntido, la Ley 23385, Ley Orgánica dcl'Iribunal de Garantías

Constitucionalcs, vigentc en ese momento, estableció, en sus artículos 42 a[ 46, que

dicl.ro órgano, al encontrar una resolución denegatoria quc ha violado la ley o la ha

aplicado cn lbrma errada o ha incurrrido en graves vicios procesales en la
tramitación y rcsolución de la demanda. procederá a casar 1a scntcncia -v, ltrego de

señalar la deficiencia, dcvolverá los actuados a Ia Corle Suprema de Justicia c1e la

I{cpÍrblica (reenvío) para que cmila nuevo fallo siguiendo sus linearnientos,
procedimiento quc. a todas luces, dilataba en exceso los procesos constitr-rcionales

mencionados.

1. lll modelo de tritela ante amenazas y vulncración de derechos fite seriamente
modiflcado en la Constitución de 1 991 . lJn primer lugar, se amplían los

rnecanismos dc tulela de dos a cLlalro, a sabcr, hctbects corpus, amparo, habeas dala
y acción de cr"rrmplimiento. lln segundo lugar. se crea al Tribunal Constitucional
como órganci dc control de la constitucionalidad. aun cuando la Constitución 1o

calillca crróncamente como "órgano de control de la Conslitución". No obstante. en

Wl
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rrateria de proccsos constitr.rcionales de la libertad, la Constitución establece que el

l'ribunal Clonstitucional es instancia dc revisión o thllo.

5. Cabe señalar que la Constitución Política del Perú, en su artícu1o 202, inciso 2,

prescribc que corresponde al 'I'ribunal Constitucional "conocer, en última y
definitiya insluncict, las rest¡luciones denegdtorias ¿lictadas en los procesos de

habeas corpus, qmparo, habeas data y acción de cumplimiento". Esfa disposición
constitucional, desde una posición de franca tutela de los derechos fl¡ndamentales,

cxigc que el 1'ribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se

eslima antenazaclo o agraviado en un dcrccho ftmdamental. Una lectura diversa

csntravendria rnandatos esenciales de la Constitución, como son el principio de

delbns¿r dc la persona humana y cl rcspelo de su dignidad como fin supremo de la

socicdad y del Ilstado (articulo 1), y "la t¡bservancia del debido proceso y lttlela

.itrrisdiccionu l. Ningttnu persona puecle ser desviada de lu iurisdicci(tn
pre def errnincrda por la ley, ni somef ida a prctceclímienlo di,\tinto de los previamente

estableci¿los, ni juzgada por órganos jurisdiccionales de excepción ni por
ct¡nti,s'iones especiales creedas al e.fecto cual.quiera sea su denominación",
consagrada en el artículo 139,, inciso 3.

6. C'omo se acl',,ierte, a dif-erencia de lo que acontece en otros países, en los cuales el

acccso a la última instancia constitucional liene h"rgar por la vía dcl certioreri
(Suprcma Corte de los l-lstados tJnidos), cn cl Perú el Poder Constituyente optó por
un órgano supremo de interpretación de la Constitución capaz de ingresar al fondo

cn los llarnados procesos de la liberrad cuando cl agraviado no haya obtenido una

prolccción dc su dcrecho en sede del Poder Judicial. En otras palabras, si lo quc

cstá en cliscusión es la supuesta amenaz.a o lesión dc un derecho tundamental, se

debe abrir la vía correspondiente para que el 'fribunal Constilucional pueda

pronunciarsc. Pero la apefiura de esta vía solo se prodttce si se permite al

pcticionantc colaborar con los .jueces constitucionales mediante un pormcnorizado

análisis cle lo que sc pretende, de lo que se invoca.

7. l-o constitucional es escuchar a la parte como concretización de su derecho

irrenunciable a la defensa; además, un Tribr,rnal Constitucional constituye el más

eltctivo medio de def-ensa de los dercchos lundameffales frente a los poderes

públicos y privados, lo cual evidencia el triunfb de la justicia fiente a la

arbitrarieclad.

I,ll. »rn¡:,cllo A sER oÍDo coplo NIANu.-nst'ActÓN DE LA DEIIIocR.A,TIZACIÓN DE t,os
P nr lt : l. so s C o ¡- s'n I r u c I o NA L ti s D It L A L I B Ii tll'A D

8. La adntinistración de jLrsticia constitucional de la libertad que brinda el Tribunal
(.'onstilucional. desde su creación, cs rcspetuosa, como corresponde, del derecho de

N1
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dcl-ensa inhercntc a toda pcrsotla. cuya manifestación primaria es el derecho a ser

oído con todas las clebidas garantÍas al interior de cualquicr proceso en el cLlal se

dctcrminen sus dercchos, intcreses y obligaciones.

9. Precisamentc, mi alejamiento respecto a la emisión de una resolución constitucional
sin realizarse audiencia de vista está relacionado cot.r Ia def'ensa, la cual, sólo es

cf-cctiva cuando el justiciable y sus abogados pueden exponer, de manera escrita y
oral. los argumentos pertinentes, concretándose el principio de inmediación que

debc regir cn todo proceso constitucional.

10. Sobre la intervcnción dc las partes, coffesponde señalar que, en tanto que la
potcslad de adrninistral justicia constitr.rye una manifestación del poder qr"rc cl
llstado ostcnta sobrc las personas, sr-r ejercicio resulta constitucional cuando se

brinda con eslricto respeto de los derechos inherentes a todo ser humano, lo quc

inclr"ryc el derecl.ro a ser oído con las debidas garantías.

t t. Cabc añadir que la participación clirecta de las partes, en def-ensa de sus intereses,
que sc concede en la audiencia de vista, también constituye un elemento que

dcmocratiza cl proceso. De Io contrario, se decidiría sobre la esf-era de interés de

urla persona sin permilirle alegar io correspondiente a su favor, lo que resultaría
excluycntc ¡: antidemocrático. Además, el Tribunal Constitucional tiene el deber
includible de optimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumentos que justifican sus decisiones, porque el 1'ribunal Constitucional se

legitima no por ser un tribunal de justicia, sino por la justicia de sus razoncs, por
cxprcsar de modo suticiente las razones de derecho y de hecho relevantes en cada

caso que resuelve.

12. I-ln ese sentido. la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que el
derccho de defer.rsa "obliga al Estado a tratar al individuo en lodo momenlo como
ttn verdaclero suiet.o del proceso, en el más amplio senfido de este concepto, y no
simplemenf e conto obiefo tJel mismo"t , y que "paro que exisla clebirlo proceso legal
es ¡treciso que un justiciable pueda hucer valer sus derechos y de./ender sus

infcreses cn ./itrma efbctiva y en condiciones de igualdad procesal con olros. ,, ..)
lu.\ltctabla¡""-.

I Corte IDII. Caso Barreto Leiva vs. Venezuela, sentencia del i7 de noviembre de 2009.
párrafo 29.

2 Corle IDH. Caso I-Iilaire. Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del 21 deiunio de 2002, párrafo 146. NI
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13. tll modelo de "instancia de 1állo" plasn.radcl en la Constitución no pnede ser

dcsvirtuado por cl Tribunal Constitucional si no es con grave violación de sus

disposiciones. Dicho Tribunal es su intérprete supremo, pcro no sr.r refbrmador, toda
vez que corno órgano constituido también está sometido a la Constitución.

14. Cnando sc aplica a un proceso constitucional de la libertad la denominada
"scntcncia intcrlocutoria", el recurso de agravio constitucional (RAC) picrdc su

verdadera cscncia jurídica, ya que el l'ribunal Constitucional no tiene competencia
para "revisar" ni mucho menos ''recalillcar" el recurso de agravio constitucional.

15. De conlbrmidad con l<¡s artículos 18 y 20 del Código Procesal Constitucionai, cl
'l'ribunal Constitucional no "concede" el recurso. Esta es una competencia de la
Sala Superior clel Podcr Judicial. Al Tribunal lo que le corresponde es conocer del
IIAC y pronunciarse sobre el lbndo. Por ende, no Ie lTa sido dada la competencia de

rechaz.ar dicho recurso, sino por el conlrario de "conocer" lo que la parte alega
como un agravio quc lc causa indefensión.

16. Por otro lado. la "sentencia interlocutoria" establece como supuestos para su

aplicación lórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,

rcquicre ser aclarado, justilicado y concretado en supuestos específicos, a saber,

iclcntillcar en qué casos se aplicaría. No hacerlo, no definirlo, ni .justificarlo,
cronvicrlc cl empleo de Ia precitada sentencia en arbitrario, toda vez que se podrÍa
af'cctar, entre otros. el derecho lundamental de del'ensa, en su manifestación de ser

oído con las debidas garantias, pues cllo daría lugar a decisiones subjetivas y

carentes de predictibilidad, afectando notablemente a Ios justiciables, quienes
tendrían que adivinar c¡ué resolverá el Tribunal Constitucional antcs dc presentar sLl

r espectiva demanda.

17. Por Io dernás, mutulis mutarulis, el precedente vinculante contenido en la Sentencia
00987-2014-PA/'I-C rcpitc lo scñalado por cl Tribunal Constitucional en otros
fallos, como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramírez (Sentencia 02877-
2005-PHC/['C). Dcl rnisrno rnodo, constituye una reatirmación de la naturaleza
procesal de los procesos constitucionales de la libertad (supletoriedad, vÍa previa,
vías paralelas, litispendcncia, invocación dcl derecho constitucional líquido y
cierto, etc. ).

I 8 . S in cmbargo, el hecho de clue los procesos constitucionales de la libertad sean de

una naturalcza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
rnotivo para que se pueda desvirtuar la esencia principal del recurso de agravicr

constitucional.
rwl
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19. Por tanto, si sc tiene en cuenta que la.justicia en sede constitucional representa la

úrltima posibilidacl para proteger y reparar los dercchos fundamentales de los
agraviados, voto a favor de que en el presente caso se convoque a audiencia para la
vista. lo que garantiza que el 'l-ribunal Conslitucional, en tanto instancia última y

dcfrnitiva, sea Ia adccuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus

derechos esenciales cuando no encuentran justicia en cl Poder Judicial;
espccialmcntc si se tiene en cuenta que. agotada la vía constitucional, al justiciable

solo lc queda el camino de la jurisdicción internacional de protección de derechos
humanos.

20. (lomo aflrmó Itaúl Ferrero Rebagliati, "la defensa del derecho de uno es, al mismo
tiempo. un¿i delensa total de la Constitución, pues si toda garantía constitucional
cntraña cl acceso a [a prestación jurisdiccional, cada cual al defender su derecho
está defendiendo e[ de los demás y cl de la comunidad que resulta oprimida o

envilecida sin la protección.judicial auténtica".
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